�	Oficio Nº 2854







	VALPARAISO, 9 de mayo de 2000







A  S.E. EL

PRESIDENTE DEL

H.  SENADO









	Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente





	PROYECTO DE LEY:



	

"Título I

Naturaleza, objeto, funciones y sede



	Artículo 1º.- Créase un servicio público autónomo, descentralizado funcionalmente y desconcentrado territorialmente, denominado Defensoría Penal Pública, en adelante "la Defensoría" o "el Servicio", dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Justicia.



	Artículo 2º.- La Defensoría tiene por finalidad proporcionar defensa penal pública a los imputados o acusados por un crimen, simple delito o falta que sea de competencia de un juzgado de garantías o de un tribunal oral en lo penal, y que carezcan de abogado.



	Artículo 3º.- La Defensoría tendrá su domicilio y sede en Santiago.



Título II

De la organización y atribuciones de la Defensoría Penal Pública

Párrafo 1º

De los órganos de la Defensoría Penal Pública



	Artículo 4º.- La Defensoría se organizará en una Defensoría Nacional y en Defensorías Regionales.

	Las Defensorías Regionales organizarán su trabajo a través de las Defensorías Locales y de los abogados y personas jurídicas, públicas o privadas, con quienes convengan la prestación del servicio de la defensa penal.

	Existirá, además, un Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública y Jurados Regionales, que cumplirán las funciones que les asigna esta ley.

Párrafo 2º

Defensor Nacional

	Artículo 5º.- El Defensor Nacional es el jefe superior del Servicio  y responsable de su funcionamiento.

	Ejercerá sus atribuciones personalmente o a través de los distintos órganos de la Defensoría, en conformidad a esta ley.



	Artículo 6º.- Para ser nombrado Defensor Nacional, se requiere:

	a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;

	b) Tener a lo menos diez años el título de abogado;

	c) Haber cumplido cuarenta años de edad, y

	d) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades para ingresar a la administración pública.



	Artículo 7º.- El Defensor Nacional será nombrado por el Presidente de la República.

	Durará diez años en su cargo y no podrá ser designado para el período siguiente.

	Cesará en sus funciones por las causales establecidas en el Estatuto Administrativo.

	En caso de remoción, ésta deberá disponerse por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado.

	En todo caso, cesará en el cargo al cumplir setenta y cinco años de edad.



	Artículo 8º.- Corresponderá al Defensor Nacional:

	a) Dirigir, organizar y administrar la Defensoría, controlarla y velar por el cumplimiento de sus objetivos;

	b) Fijar los criterios de actuación de la Defensoría para el cumplimiento de los objetivos establecidos en esta ley;

	c) Fijar, oyendo previamente al Consejo Nacional, los criterios que se aplicarán en materia de recursos humanos, de remuneraciones, de inversiones, de gastos de los fondos respectivos, de planificación del desarrollo y de administración y finanzas; 

	d) Fijar los niveles procesales básicos que deben cumplir quienes presten servicios de defensa penal pública. En uso de esta facultad no podrá dar instrucciones u ordenar realizar u omitir la realización de actuaciones en casos particulares; 

	e) Aprobar los programas destinados a la capacitación y  perfeccionamiento del personal. Para estos efectos, reglamentará la forma de distribución de los recursos anuales que se destinarán a estas actividades, su periodicidad, criterios de selección de los participantes y niveles de exigencias mínimas que se requerirán a quienes realicen la capacitación; 

	f) Nombrar y remover a los defensores regionales, en conformidad a esta ley; 

	g) Controlar el funcionamiento administrativo de las Defensorías Regionales;

	h) Convocar a reuniones conjuntas a los defensores regionales, a lo menos dos veces en el año calendario, para tratar materias de interés institucional; 

	i) Elaborar anualmente el presupuesto de la Defensoría y administrar, en conformidad a la ley, los recursos que le sean asignados; 

	j) Determinar el monto de los fondos por licitar a nivel nacional y regional;

	k) Representar judicial y extrajudicialmente a la Defensoría;

	l) Contratar personas naturales o jurídicas en calidad de consultores externos para el diseño y ejecución de procesos de evaluación de la Defensoría, con cargo a los recursos del Servicio;

	ll) Llevar las estadísticas del Servicio, las que serán siempre públicas. Para este efecto, publicará a lo menos un informe semestral con los datos más relevantes, el que se encontrará siempre a disposición de cualquier interesado;

	m) Elaborar una memoria que dé cuenta de la gestión anual del servicio, la que debe incluir información estadística desagregada de los servicios prestados por el sistema en el ámbito regional y nacional. Una copia de esta memoria deberá ser entregada al Presidente de la Cámara de Diputados, al Presidente del Senado, al Presidente de la Corte Suprema, al Ministro de Justicia y al Ministro de Hacienda. Además, copias de dicha memoria deberán mantenerse a disposición de  cualquier persona interesada en conocerla, y 

	n) Ejercer las demás atribuciones que esta u otra ley le confieran.



	Artículo 9º.- La Defensoría contará con las siguientes unidades administrativas:

	a) Recursos Humanos; 

	b) Informática;

	c) Administración y Finanzas;

	d) Estudios, y

	e) Evaluación, Control y Reclamos, que tendrá por objeto implementar los mecanismos necesarios para el adecuado control jurídico, contable y administrativo de la Defensoría; velar por el correcto uso de sus recursos, realizando el control de la ejecución presupuestaria; fijar los indicadores de gestión del servicio; estudiar, diseñar y ejecutar los programas de fiscalización y evaluación permanente respecto a los organismos y personas que presten servicios de defensa penal pública, y tramitar, cuando corresponda, los reclamos interpuestos en contra de un Defensor Regional.

	Un Director Ejecutivo Nacional organizará y supervisará las unidades Administrativas del Servicio sobre la base de las instrucciones generales que dicte el Defensor Nacional.



	Artículo 10.- El Defensor Nacional rendirá cuenta de las actividades de la Defensoría en el mes de marzo de cada año, en audiencia pública.

	En la cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas en el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejaren, el uso de los recursos otorgados, las dificultades que se hubieren presentado y, cuando lo estime conveniente, sugerirá modificaciones legales destinadas a una más efectiva defensa jurídica.

	Asimismo, dará a conocer los criterios de actuación de la Defensoría que se aplicarán durante el período siguiente.



	Artículo 11.- El Defensor Nacional será subrogado por el Defensor Regional que determine mediante resolución, pudiendo establecer entre varios el orden de subrogación que estime conveniente. A falta de designación, será subrogado por el Defensor Regional más antiguo.

	Procederá la subrogación por el solo ministerio de la ley cuando, por cualquier motivo, el Defensor Nacional se encuentre impedido de desempeñar su cargo.



Párrafo 3º

Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública

	Artículo 12.- El Consejo Nacional de la Defensa Penal Pública, en adelante "el Consejo", es el órgano asesor del Defensor Nacional en todas las materias relacionadas con el cabal cumplimiento de los objetivos, funciones y atribuciones de la Defensoría.

	Corresponderá, además, al Consejo:

	a) Convocar a las licitaciones a nivel regional de conformidad a esta ley y su reglamento;

	b) Fijar las bases de las licitaciones a nivel regional;

	c) Resolver las apelaciones en contra de la decisiones del Jurado Regional acerca de los reclamos presentados por los participantes en los procesos de licitación;

	d) Disponer el término de los contratos celebrados con la instituciones seleccionadas en los casos contemplados en el contrato respectivo y en esta ley; 

	e) Proponer al Defensor Nacional el monto de los fondos por licitar, a nivel nacional y regional, y

	f) Cumplir las demás funciones señaladas en esta ley.

	En el ejercicio de sus atribuciones, el Consejo no podrá intervenir ni sugerir de manera directa o indirecta los criterios específicos con que se realicen las defensas que practiquen las distintas instancias del sistema.



	Artículo 13.- El Consejo estará integrado por:

	a) El Ministro de Justicia o su representante, quien lo presidirá;

	b) El Ministro de Hacienda o su representante;

	c) Dos representantes de las asociaciones gremiales de abogados existentes en el país, uno de la Región Metropolitana de Santiago y uno de regiones, elegidos por sus Presidentes, de entre ellos, y 

	d) Dos académicos con más de cinco años de docencia universitaria en el área del  Derecho Procesal Penal o Penal, designados por el Presidente de la República.

	El Consejo tendrá un Secretario General, designado por la mayoría de sus miembros en ejercicio. Este funcionario será ministro de fe respecto de las actuaciones del Consejo.



	Artículo 14.- Los miembros del Consejo serán designados por un período de cuatro años, podrán ser reelegidos por una sola vez y se renovarán por parcialidades.

	El cargo de integrante del Consejo es incompatible con el de consejero de las Corporaciones de Asistencia Judicial o de integrante o partícipe de cualquier institución que esté postulando a prestar defensa penal pública o que la preste.

	En caso de muerte, renuncia, ausencia injustificada calificada por el Consejo, o cualquier inhabilidad o incapacidad sobreviniente que afectare a uno o más consejeros, la o las vacantes que se produjeren serán llenadas mediante el mismo sistema de designación o elección que correspondiere al consejero que deba ser reemplazado. En tal caso, el nuevo consejero servirá el cargo por el tiempo que faltare al titular predecesor para enterar su período, pudiendo luego ser reelegido conforme a esta ley.



	Artículo 15.- Corresponderá al Presidente del Consejo:

	a) Presidir las sesiones ordinarias y extraordinarias, y

	b) Dirimir los empates de votos que se produjeren.

	En caso de ausencia, el Presidente será reemplazado con todas sus facultades, por el miembro del Consejo presente en la sesión que siga en el orden de precedencia establecido en el artículo 13.



	Artículo 16.- El Consejo sesionará ordinariamente dos veces al año, sin perjuicio de las sesiones extraordinarias que sea necesario realizar, las que deberán ser convocadas por el Presidente del Consejo con, al menos, diez días de anticipación.

	El quórum de funcionamiento del Consejo será de cuatro de sus miembros en ejercicio y adoptará sus acuerdos con el voto de la mayoría de los presentes. 



Párrafo 4º

De las Defensorías Regionales

	Artículo 17.- La Defensoría Regional es la encargada de la administración de los medios y recursos necesarios para la prestación de la defensa penal pública en la Región o en la extensión geográfica que corresponda, si en la Región hubiere más de una.



	Artículo 18.- Existirá una Defensoría Regional en cada una de las regiones del país, con excepción de la Región Metropolitana de Santiago, en la que habrá dos.

	Las Defensorías Regionales tendrán su sede en la capital regional respectiva. 

	En la Región Metropolitana de Santiago, la sede y la distribución territorial serán determinadas por el Defensor Nacional.



	Artículo 19.- La Defensoría Regional estará a cargo  de un Defensor Regional.

	El Defensor Regional será nombrado por el Defensor Nacional, previo concurso público de oposición y antecedentes.

	Durará cinco años en el cargo y podrá ser designado sucesivamente, a través de concurso público, cada vez que postule a un nuevo período.

	Cesará en su cargo por las causales establecidas en el Estatuto Administrativo.

	Le queda expresamente prohibido el ejercicio de la profesión de abogado, salvo en causa propia o de su cónyuge.



	Artículo 20.- Para ser Defensor Regional, se requiere:

	a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;

	b) Tener a lo menos cinco años el título de abogado;

	c) Haber cumplido treinta años, y

	d) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades para el ingreso a la administración pública.



	Artículo 21.- Corresponderá al Defensor Regional:

	a) Dictar, conforme a las instrucciones generales del Defensor Nacional, las normas e instrucciones necesarias para la organización y funcionamiento de la Defensoría Regional y para el adecuado desempeño de los defensores locales en los casos en que debieren intervenir;

	b) Conocer, tramitar y resolver, en su caso, los reclamos que se presenten por los usuarios de la defensa penal pública, de acuerdo con esta ley;

	c) Supervisar y controlar el funcionamiento administrativo de la Defensoría Regional y de las Defensorías Locales que de ella dependan;

	d) Velar por el eficaz desempeño del personal a su cargo y por la adecuada administración del presupuesto; 

	e) Comunicar al Defensor Nacional las necesidades presupuestarias de la Defensoría Regional y de las Defensorías Locales que de ella dependan;

	f) Proponer al Defensor Nacional la ubicación de las Defensorías Locales y la distribución en cada una de ellas de los defensores locales y demás funcionarios;

	g) Disponer las medidas que faciliten y aseguren el acceso expedito a la Defensoría Regional y a las Defensorías Locales, así como la debida atención de los imputados y de los acusados; 

	h) Autorizar la realización de los peritajes solicitados por los profesionales que se desempeñen en la defensa penal pública, y aprobar los gastos para ello, previo informe del administrador regional;

	i) Recepcionar las postulaciones de los interesados en los procesos de licitación, poniendo los antecedentes a disposición del  Consejo;

	j) Entregar al Defensor Nacional, una vez al año, un informe de las dificultades e inconvenientes habidos en el funcionamiento de la Defensoría Regional y sus propuestas para subsanarlas o mejorar su gestión;

	k) Designar, en cada caso, de acuerdo con un sistema objetivo y uniforme, la institución o defensor penal público que deberá asumir la defensa de un imputado o acusado, y

	l) Ejercer las demás funciones que le encomiende la ley y las que les delegue el Defensor Nacional.

	Artículo 22.- Cada Defensoría Regional contará con las siguientes unidades administrativas: 

	a) Recursos humanos;

	b) Informática;

	c)  Administración y finanzas, y

	d) Control y reclamos.

	Un Director Ejecutivo Regional organizará y supervisará las unidades administrativas, sobre la base de las instrucciones generales que dicte el Defensor Regional.

	Habrá, además, una Secretaría Ejecutiva, que será responsable de la administración de los contratos con las instituciones y abogados que hayan licitado fondos o con convenio vigente para prestar defensa penal pública en la Región o en la extensión territorial que corresponda.



	Artículo 23.- El Defensor Regional rendirá cuenta de las actividades desarrolladas por la Defensoría, durante el mes de enero de cada año, en audiencia pública.

	En la cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas en el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejaren, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se hubieren presentado.

	En los casos en que exista más de una Defensoría Regional en la Región, la cuenta anual será presentada en la misma audiencia por los respectivos defensores.

	Dicha cuenta deberá ser remitida al Defensor Nacional y copia de ella se mantendrá a disposición del público en las oficinas de la Defensoría Regional y se remitirá, además, a las distintas oficinas de la Defensoría en la Región, a efectos de que sea puesta a disposición de los beneficiarios de la  defensa penal pública.



	Artículo 24.- El Defensor Regional será subrogado por el defensor local que determine mediante resolución, pudiendo establecer entre varios el orden de subrogación que estime conveniente. A falta de designación, lo subrogará el defensor local más antiguo de la Región o de la extensión territorial de la Región que esté a su cargo, cuando en ella exista más de un Defensor Regional.

	Procederá la subrogación por el solo ministerio de la ley cuando, por cualquier motivo, el Defensor Regional se encuentre impedido de desempeñar su cargo.



Párrafo 5º

Defensorías Locales

	Artículo 25.- Las Defensorías Locales contarán con los defensores locales, profesionales, personal de apoyo y con los medios materiales que determine el Defensor Nacional, a propuesta del Defensor Regional respectivo.

	Cada Defensoría Local estará a cargo de un defensor local que, con la denominación de defensor jefe, será designado por el Defensor  Nacional, a propuesta del respectivo Defensor Regional.



	Artículo 26.- La ubicación de las Defensorías Locales en el territorio de cada Defensoría Regional será determinada por el Defensor Nacional, a propuesta del respectivo Defensor Regional. 

	En la distribución geográfica y organización de las Defensorías Locales se atenderá especialmente a criterios de carga de trabajo, extensión territorial, facilidad de las comunicaciones y eficiencia en el uso de los recursos. 



	Artículo 27.- Los defensores locales podrán ejercer funciones directivas o de jefaturas en las Defensorías Locales en que se desempeñen.



	Artículo 28.- Para ser defensor local, se requiere:

	a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;

	b) Tener título de abogado, y 

	c) No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades para el ingreso a la administración pública.



Título III

Personal

	Artículo 29.- El personal de la Defensoría estará afecto a las disposiciones de esta ley y a las normas de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

	Las funciones de Defensor Nacional y las de Defensor Regional son incompatibles con todo empleo remunerado, con excepción de las actividades docentes hasta por un máximo de seis horas semanales.

	El Director Ejecutivo Nacional y los jefes de las distintas unidades administrativas de la Defensoría serán funcionarios de la exclusiva confianza del Defensor Nacional.

	El Director Ejecutivo Regional y los jefes de las unidades administrativas de la Defensoría Regional serán funcionarios de la exclusiva confianza del Defensor Regional.

	Artículo 30.- Fijase la siguiente planta de personal la Defensoría: 

Grados Escala    	Denominaciones		Cargos

Fiscalizadores	

1	Defensor Nacional		1

	Directivos de Carrera		

3	Defensores Regionales		14

4	Secretarios Ejecutivos de 

	Defensorías Regionales		14

5	Fiscalizadores		14



	Directivos de Exclusiva Confianza

2	Director Ejecutivo Nacional		 1

Jefes de Unidades de la Defensoría Nacional		 5

4	Directores Ejecutivos Regionales   	14



	Profesionales	

5	Profesionales		15

6	Profesionales		16

7	Profesionales		16

8	Profesionales		16

9	Profesionales		16

10	Profesionales		16

11	Profesionales		16

12	Profesionales		16

13	Profesionales		16



	Técnicos	

14	Técnicos		 4

15	Técnicos		 7

16	Técnicos		 9

17	Técnicos		 7

18	Técnicos		 4



	Administrativos	

16	Administrativos		12

17	Administrativos		20

18	Administrativos		30

19	Administrativos		30

20	Administrativos		20

21	Administrativos		12



	Auxiliares	

18	Auxiliares		 9

19	Auxiliares		22

20	Auxiliares		31

21	Auxiliares		22

22	Auxiliares		9

	Total Planta	   454

	Artículo 31.- Para el ingreso y promoción en las plantas y cargos, además de los requisitos generales establecidos en la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo,  se requerirá cumplir con las siguientes exigencias:

	Directivos: Con excepción de los Defensores Regionales, título profesional de una carrera de no menos de diez semestres de duración, otorgado  por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste y cinco años de experiencia profesional en el sector público o en el privado.

	Para los fiscalizadores se requerirán tres años de experiencia profesional en el sector público o en el privado.

	Profesionales, con excepción de los defensores locales, título profesional de una carrera

de no menos de diez semestres de duración, otorgado  por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

	Para el desempeño de cargos profesionales en los grados 5, 6, 7 y  8, se requerirá, además, de tres años de experiencia profesional en el sector público o en el privado.

	Para el desempeño de cargos profesionales en los grados 9, 10 y 11, se requerirá, además, de un año de experiencia profesional en el sector público o en el privado. 

	Técnicos grados 14 y 15: Título de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste y,  al menos, un año de experiencia profesional en el sector público o en el privado. 

	Técnicos grados 16 y 17: Título de una carrera de a lo menos seis semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste y,  al menos, un año de experiencia profesional en el sector público o en el privado. 

	Técnicos grado 18: Título de una carrera de a lo menos cuatro semestres de duración otorgado por un establecimiento de educación superior del Estado o reconocido por éste.

	Administrativos: Licencia de Educación  Media o equivalente.

	Artículo 32.- Las vacantes en los cargos de las plantas de Directivos de Carrera, Profesionales y Técnicos, se llenarán por concurso público, que se regulará, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1º del Título II de la ley Nº 18.834.

	Los postulantes al concurso tendrán derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República en los términos del artículo 154 de la ley Nº 18.834.



	Artículo 33.- Los defensores locales serán funcionarios a contrata. El acceso a los empleos correspondientes se efectuará por concurso público. 

	Este personal no será considerado para aplicar lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 9º de la ley Nº 18.834.

	Habrá 145 defensores locales,  los cuales deberán ser contratados entre los grados 5 y 11, ambos inclusive, de la Planta de Profesionales del Servicio.



	Artículo 34.- En materia de remuneraciones, el personal se regirá por las normas del Título I del decreto ley  Nº 3.551, de 1981, y su legislación complementaria.

	Asimismo, tendrá derecho a percibir la asignación de modernización, en los términos establecidos por los artículos 1º, 3º, 4º, 5º, 6º y 7º de la ley Nº 19.553, y la bonificación del artículo 8º de la misma ley.



	Artículo 35.- Concédese al personal de la planta y a contrata del Servicio una "asignación de defensa penal pública", de los montos mensuales que indican, según las plantas y grados que se señalan:



Planta	Grados Escala           Montos Mensuales

	Fiscalizadores 

Defensor Nacional 		1	$ 1.558.116

Directivos 		2	$ 1.765.792

Directivos		3	$ 1.235.623

Directivos		4	$ 1.165.187

Fiscalizadores 		5	$ 1.109.731

Profesionales		5	$   698.099

Profesionales		6	$   578.147

Profesionales		7	$   551.221

Profesionales		8	$   516.988

Profesionales		9	$   487.804

Profesionales		10	$   459.473

Profesionales		11	$   407.637

Profesionales		12	$   359.346

Profesionales		13		$   316.742

Técnicos		14	$   323.602

Técnicos		15	$   258.780

Técnicos		16	$   227.799

Técnicos		17	$   178.778

Técnicos		18	$   152.969

Administrativos		16	$    91.199

Administrativos		17	$    63.098

Administrativos		18	$    53.989

Administrativos		19	$    44.455

Administrativos		20	$    36.764

Administrativos		21	$    30.192

Auxiliares		18 	$    27.099

Auxiliares		19	$    24.697

Auxiliares		20	$    20.425

Auxiliares		21	$    16.773

Auxiliares		22	$    14.044

Título IV

Patrimonio

	Artículo  36.- El patrimonio de la Defensoría estará compuesto por los bienes muebles e inmuebles que adquiera a título gratuito u oneroso y, en especial, por:

	a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos; 

	b) Los aportes de cooperación nacionales e internacionales que reciba para el desarrollo de sus actividades, a cualquier título;

	c) Las costas judiciales devengadas en favor del imputado que haya sido atendido por la Defensoría;

	d) Las donaciones que se le hagan en conformidad a la ley, las que en todo caso estarán exentas de impuestos, no se someterán al trámite de insinuación y se aceptarán con beneficio de inventario;

	e) Los frutos de tales bienes, y

	f) Los demás recursos que determinen las leyes.



Título V

Beneficiarios y prestadores de la defensa penal pública

Párrafo 1º

Beneficiarios

	Artículo 37.- Son beneficiarios de la defensa penal pública todos los imputados o acusados que carezcan de abogado y requieran de un defensor.

	Artículo 38.- La defensa penal pública será siempre gratuita.

	Excepcionalmente, la Defensoría podrá cobrar, total o parcialmente, la defensa que preste a los beneficiarios que dispongan de recursos para financiarla privadamente. 

	Para estos efectos considerará, al menos, su nivel de ingreso, capacidad de pago y el número de personas del grupo familiar que de ellos dependan, en conformidad con lo que señale el reglamento. 

	Artículo 39.- La Defensoría deberá elaborar anualmente el arancel de los servicios que preste.

	Para la determinación del arancel, deberá estimarse el costo de los servicios prestados por la defensa y las etapas del proceso en que se hubiere asistido al beneficiario. 

	Para estos efectos, se tomarán en consideración, entre otros,  los costos técnicos y el promedio de los honorarios de la plaza, debiendo dichas tarifas ser competitivas o equivalentes con éstos.

	Artículo 40.- La Defensoría Regional determinará el monto que el beneficiario deberá pagar por el servicio, en el momento en que se ponga término a la defensa penal pública.

	El imputado o acusado que no se conforme con esa determinación podrá siempre reclamar al Director Regional y, en última instancia, al juez o tribunal que actualmente conozca del proceso, en forma incidental.

	Artículo 41.- El cobro de lo que el beneficiario deba pagar  podrá perseguirse por la vía judicial conforme con las reglas generales establecidas en el Código de Procedimiento Civil.

	Este cobro podrá ser encargado a terceros.

Párrafo 2º

Prestadores

	Artículo 42.- La defensa penal pública será prestada por:

	a) Los abogados de la Defensoría, llamados defensores locales.

	b) Los abogados particulares o pertenecientes a personas jurídicas que hayan sido seleccionadas en el proceso de licitación o con los que se haya celebrado convenio para la prestación del servicio.

	Artículo 43.- La Defensoría siempre deberá designar defensores diversos a los distintos imputados o acusados en un mismo proceso.

	Por excepción, podrá designarse a un defensor común para varios imputados o acusados cuando los intereses sean idénticos, sin perjuicio de lo que establece el artículo 132 del Código Procesal Penal.

	Artículo 44.- Los abogados que presten defensa penal pública estarán sujetos, en el cumplimiento de sus deberes, a las responsabilidades propias del ejercicio de la profesión y, además, a las que se regulan en esta ley.

	Los defensores penales públicos ejercerán su función con transparencia, de manera de permitir a los defendidos el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las actividades que emprendan en el cumplimiento de sus funciones.

	Artículo 45.- Designado, el defensor penal público no podrá excusarse de asumir la representación del imputado o acusado.

Párrafo 3º

Licitación.

	Artículo 46.- La selección de las instituciones o abogados particulares que prestarán defensa penal pública se hará mediante licitaciones a nivel regional, según las bases y condiciones que fije el Consejo.



	Artículo 47.- El Consejo llamará a licitación en cada Región cada tres años.



	Artículo 48.- Podrán participar en la licitación:

	a) Las personas naturales que cuenten con el título de abogado y cumplan con los demás requisitos para el ejercicio profesional, y

	b) Las personas jurídicas, públicas o privadas, con o sin fines de lucro, que cuenten con profesionales que cumplan los requisitos para el ejercicio profesional de abogado.

	Los postulantes a la licitación deberán señalar específicamente el porcentaje del total de causas al que postulan y el precio de sus servicios.



	Artículo 49.- La licitación será resuelta a nivel regional por un Jurado Regional, en adelante "el jurado", integrado por:

	a) Un representante del Ministerio de Justicia que no podrá ser el Secretario Regional Ministerial de Justicia;

	b) El Defensor Regional u otro profesional de la Defensoría Regional designado por éste, que no podrá ser uno de los que desempeñan labores de fiscalización;

	c) Dos académicos de la Región, de las áreas de la economía y del derecho, designados por el Consejo, y

	d) Un juez con competencia penal elegido por la mayoría de los integrantes de los tribunales en lo penal y los jueces de garantías de la Región respectiva.

	Los miembros del jurado que deban ser elegidos, lo serán de acuerdo con el procedimiento que determine el reglamento.

	La función de miembro del jurado será incompatible con la condición de integrante o director de cualquiera de las instituciones participantes en el concurso o que tenga cualquier interés en la licitación. 



	Artículo 50.- La licitación se resolverá conforme a los siguientes criterios: 

	a) Costo del servicio por ser prestado;

	b) Permanencia y habitualidad en el ejercicio de la profesión en la Región respectiva; 

	c) Número y dedicación de abogados disponibles, en el caso de las instituciones;

	d) Experiencia y calificación de los profesionales que postulen; 

	e) Apoyo administrativo de los postulantes;

	f) Sanciones aplicadas a los prestadores, y

	g) Cuando proceda, el porcentaje de personas que, haciendo uso del derecho que  les concede el artículo 58, hubieren solicitado el cambio de defensor.



	Artículo 51.- La decisión del concurso será pública y fundada. 

	Cualquier reclamación interpuesta por alguno de los participantes será conocida y resuelta por el jurado. 

	Contra su resolución sólo procederá recurso de apelación ante el Consejo.



	Artículo 52.- El jurado declarará desierta la licitación cuando concurra, al menos, una de las siguientes circunstancias:

	a) No se presente postulante alguno a la licitación;

	b) Presentándose uno o más postulantes, ninguno cumpla con lo establecido en las bases de licitación, o

	c) Presentándose uno o más postulantes, ninguna de las propuestas resulte satisfactoria de acuerdo con los criterios que enumera el artículo 50.



	Artículo 53.- En caso de que la licitación sea declarada desierta, o de que el número de postulantes aceptados sea inferior al requerido para completar el total de causas licitadas, el Consejo lo comunicará al Defensor Nacional para que éste disponga que la Defensoría Regional respectiva, a través de los defensores locales correspondientes, asuma la defensa del porcentaje de causas no asignadas en la licitación. 



	Esta labor se deberá realizar por el plazo que el Consejo señale, el que no podrá ser superior a seis meses, al cabo del cual se llamará nuevamente a licitación por el total de causas o por el porcentaje no cubierto, según corresponda.

	En caso necesario, el Defensor Nacional podrá, además, celebrar convenios directos, por un plazo fijo, con abogados o instituciones públicas o privadas que se encuentren en condiciones de asumir la defensa penal de los imputados, hasta que se resuelva la nueva licitación.



	Artículo 54.- Los contratos a que dé lugar una licitación tendrán una duración de tres años y serán suscritos por el Defensor Nacional. 

	El pago de los fondos licitados será realizado en forma diferida, según lo establezca el reglamento.

	En cada uno de estos pagos se retendrá, a título de garantía, un porcentaje del mismo, según se determine en las bases de la licitación.

	Además de este fondo de reserva, el Consejo deberá exigir al abogado o a la institución respectiva, boleta bancaria de garantía o cualquier otra caución que estime suficiente con el objeto de asegurar la adecuada prestación de los servicios licitados.

Párrafo 4º

Designación de los defensores.

	Artículo 55.- Los abogados que presten defensa penal pública deberán asumir la de todo imputado que carezca de defensor, en conformidad a esta ley.

	Artículo 56.- La Defensoría Regional deberá elaborar un nómina de los abogados o instituciones seleccionados que deberán asumir la defensa penal pública de los imputados en todos los juzgados y tribunales de la Región respectiva.

	Esta nómina deberá ser elaborada de acuerdo a un sistema objetivo y uniforme, que permita mantener los porcentajes de licitación.  

	Dicha nómina, permanentemente actualizada, será remitida a la o las defensorías regionales, jueces de garantías, tribunales orales en lo penal y cortes de apelaciones de la Región.

	Artículo 57.-  El imputado elegirá de la nómina a la institución o abogado que, estando disponible, asumirá su defensa.

	Artículo 58.- El imputado tendrá derecho a solicitar en cualquier momento, con fundamento plausible, el cambio de su defensor penal público, petición sobre la cual se pronunciará el Defensor Regional.



	Artículo 59.- Se entenderá, por el solo ministerio de la ley, que el  abogado elegido tiene patrocinio y poder suficiente para actuar en favor del beneficiario, debiendo comparecer inmediatamente para entrevistarse con él e iniciar su labor de defensa.

Título VI

Control, reclamos y sanciones

Párrafo 1º

Normas generales

	Artículo 60.- Las personas  e instituciones que presten servicios de defensa penal pública estarán sujetas al control y responsabilidad previstos en esta ley. 



	Artículo 61.- El desempeño de los defensores locales y de los abogados que presten defensa penal pública será controlado a  través de las siguientes modalidades:

	a) Inspecciones;

	b) Auditorías externas;

	c) Informes, que serán periódicos, anuales y final, o

	d) Reclamos.



Párrafo 2º

Inspecciones y auditorías externas

	Artículo 62.- Las inspecciones de las defensorías locales, de los abogados y de las instituciones que presten defensa penal pública se llevarán a cabo sin aviso previo.

	Artículo 63.- Durante la inspección, se podrán examinar las actuaciones de la defensa, según la metodología que determine el reglamento. 

	Para estos efectos, se podrán revisar las instalaciones en que se desarrollen las tareas, verificar los procedimientos administrativos de la institución, entrevistar a los beneficiarios del servicio y a los jueces que hayan intervenido en los procesos respectivos, asistir a las actuaciones de cualquier proceso en el que la institución o abogado que esté siendo fiscalizado se encuentre prestando defensa, y, en general, recabar todos los antecedentes que permitan formarse una impresión precisa acerca de las actividades objeto de la inspección.



	Artículo 64.- Al término de cada inspección, se deberá emitir un informe que será remitido al Defensor Regional respectivo. 



	En el caso de que el informe no fuere satisfactorio, deberá ser puesto por este último en conocimiento del defensor local, del abogado o de la institución, según corresponda, para que dentro del plazo de diez días formule las observaciones que estime convenientes.



	Artículo 65.- Las auditorías externas tendrán lugar aleatoriamente, de acuerdo con las normas que se establezcan en el reglamento. 

	Serán realizadas por empresas auditoras independientes y tendrán por objeto controlar la administración financiera de los recursos provenientes de los fondos fiscales y el cumplimiento de los niveles procesales básicos previamente fijados por el Defensor Nacional.



	Artículo 66.- Durante las inspecciones y auditorías externas, los abogados u otros profesionales que participen en la defensa penal pública no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia del control.

	Sin embargo, las informaciones, datos, notas personales o de trabajo de los abogados y cualquier referencia obtenida durante las inspecciones y auditorías externas y que sean relativas a casos particulares en los que se esté prestando  defensa penal pública, serán confidenciales.

	Las infracciones del inciso precedente serán sancionadas con las penas que señala el artículo 247 del Código Penal.



Párrafo 3º

Informes

	Artículo 67.- Los defensores locales, los abogados y las instituciones que presten defensa penal pública, estarán obligados a entregar los informes periódicos que se les soliciten por la Defensoría Regional o Nacional, para la mantención de un sistema de información general. 

	Esta obligación se deberá cumplir por medio de formularios o por transferencia electrónica de datos, en la forma y oportunidad que determine el Defensor Nacional.



	Artículo 68.- Las personas e instituciones que presten defensa penal pública en conformidad a esta ley, deberán elaborar un informe anual de su gestión en la fecha que se establezca en el contrato respectivo.



	Artículo 69.- Si los informes a que se refieren los artículos anteriores no fueren aprobados por el Defensor Regional, se deberán poner en conocimiento del interesado para que efectúe las correcciones necesarias en el plazo de treinta días. 

	Si ello no ocurriere, o las correcciones no fueren satisfactorias, se deberán elevar los antecedentes al Defensor Nacional para la aplicación de las sanciones que se establecen en esta ley.



	Artículo 70.- Los informes señalados en los artículos precedentes deberán contener, a lo menos:

	a) Las materias, casos y número de personas atendidas;

	b) El tipo y cantidad de las actuaciones realizadas, y

	c) Las condiciones y plazos en los que se ha prestado el servicio.



Párrafo 4º

Reclamos

	Artículo 71.- Los reclamos de los beneficiarios de la defensa penal pública podrán ser presentados ante la Defensoría Nacional, Regional o Local, indistintamente.

	La Defensoría Nacional y la Local deberán remitir inmediatamente los reclamos a la Defensoría Regional respectiva.

	Recibido el reclamo por parte de la Defensoría Regional, ésta lo pondrá de inmediato en conocimiento del defensor local, abogado o institución que ejerza o haya ejercido la defensa reclamada, quien deberá evacuar un informe dentro del plazo de cinco días. 

	Recibido el informe o una vez vencido el plazo para su presentación, el Defensor Regional elevará los antecedentes a quien corresponda o se pronunciará sobre el reclamo, si ello se encontrare dentro de sus facultades, dentro del plazo de diez días.

	La resolución del Defensor Regional será apelable para ante el Defensor Nacional dentro de cinco días, contados desde que se notifique al afectado la resolución.

	Artículo 72.- El Defensor Nacional conocerá de los reclamos que se refieran a actuaciones propias del Defensor Regional.

	Recibido el reclamo por el Defensor Nacional, éste requerirá un informe al Defensor Regional, el que deberá ser evacuado dentro del plazo de cinco días.

	Si el reclamo fuere presentado en la misma Defensoría Regional, ésta deberá remitir los antecedentes al Defensor Nacional, conjuntamente con el informe respectivo, dentro del plazo de cinco días.

	El Defensor Nacional resolverá dentro del plazo de diez días. 



Párrafo 5º

Responsabilidades de los prestadores de la defensa penal pública. 



	Artículo 73.- Los defensores locales están sujetos a responsabilidad administrativa de acuerdo con las normas contenidas en la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que pueda afectarles.

	Artículo 74.- Los abogados particulares que hayan sido seleccionados en el proceso de licitación o con los que se haya celebrado convenio para la prestación del servicio y las personas jurídicas públicas o privadas que presten la defensa penal pública, incurrirán en responsabilidad en los siguientes casos:

	a) Cuando su defensa no fuere satisfactoria, de acuerdo con los niveles procesales básicos definidos por el Defensor Nacional;

	b) Cuando se detecten irregularidades en la administración de los recursos licitados;

	c) Cuando incurrieren en incumplimiento grave del contrato celebrado;

	d) Cuando no hicieren entrega oportuna de los informes periódicos o anuales, o 

	e) Cuando emitieren informes falsos.



	Artículo 75.- Las sanciones que podrán aplicarse serán las siguientes:

	a) Multas establecidas en los contratos respectivos;

	b) Retención del total o parte de los pagos adeudados, de acuerdo con el contrato respectivo, o

	c) Término del contrato.



	Artículo 76.- Las multas se aplicarán en los casos previstos en las letras a), b) y d) del artículo 74, por el Director Regional, si requerido el prestador del servicio no pone término a la infracción cometida dentro del plazo máximo de treinta días.

	De la resolución del Defensor Regional se podrá apelar ante el Defensor Nacional, dentro del plazo de cinco días de notificada, quien resolverá en los diez días siguientes. 



	Artículo 77.- La retención de los pagos adeudados o el término del contrato se dispondrán por el Consejo, a requerimiento del Defensor Regional, en los casos previstos en las letras c) y e) del artículo 74.



	Artículo 78.- Las sanciones aplicadas a los prestadores del servicio de la defensa penal pública deberán ser consignadas en un registro público, que se encontrará a disposición de cualquier interesado en la defensoría regional respectiva y en las dependencias de la Defensoría Nacional.

Título VII

Disposiciones finales.

	Artículo 79.- Reemplázase el inciso primero del artículo 595 del Código Orgánico de Tribunales por el siguiente:

	"Corresponde a los jueces de letras designar cada mes y por turno, de entre los no exentos, un abogado que defienda gratuitamente las causas civiles y otro que defienda las causas de trabajo de las personas que hubieren obtenido o debieran gozar del mencionado privilegio. Con todo, cuando las necesidades lo requieran y el número de abogados en ejercicio lo permita, la Corte de Apelaciones respectiva podrá disponer que los jueces de letras designen dos o más abogados en cada turno, estableciendo la forma en que se deban distribuir las causas entre los abogados designados.".



	Artículo 80.- Derógase el artículo 596 del Código Orgánico de Tribunales.

	Artículo 81.- Modifícase la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en la forma siguiente:

	a) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 1º, entre las palabras "las Municipalidades" "y las empresas públicas creadas por ley", la expresión "la Defensoría Penal Pública", precedida de coma (,), y 



	b) Agrégase, como inciso tercero del artículo 18, el siguiente:

	"Tampoco se aplicarán a la Defensoría Penal Pública.".



Artículos transitorios



	Artículo 1º.- El Presidente de la República designará al Defensor Nacional dentro de los quince días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.



	Artículo 2º.- El Presidente de la República, dentro de los treinta días posteriores a la designación del Defensor Nacional, dictará el reglamento de esta ley.



	Artículo 3º.- La primera provisión de todos los cargos de la planta fijada en el artículo 30, a excepción de los cargos de exclusiva confianza, se hará por concurso público. Estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo I del Título II de la ley Nº 18.834. 



	Esta provisión se efectuará de acuerdo con el siguiente cronograma:



	Primer año: Se proveerán cargos que se pasan a señalar:

	Defensoría Nacional y Defensorías Regionales de las Regiones IV Y IX.



Grados Escala

Fiscalizadores	Denominaciones	Cargos

	Directivos de Carrera	

3	Defensores Regionales		2

4	Secretarios Ejecutivos de Defensorías Regionales	2

5	Fiscalizadores	3

	Directivos de Exclusiva Confianza	

2	Director Ejecutivo Nacional		1

3	Jefes de Unidades de la Defensoría Nacional	4

4	Directores Ejecutivos Regionales	2

	Profesionales	

5	Profesionales		4

6	Profesionales		4

7	Profesionales		4

8	Profesionales		4  9	Profesionales		4

10	Profesionales		4

11	Profesionales		4

12	Profesionales		4

13	Profesionales		4

	Técnicos	

14	Técnico		1

15	Técnicos		2

16	Técnico		1

17	Técnico		1

18	Técnico		1

	Administrativos	

16	Administrativos		2

17	Administrativos		3

18	Administrativos		4

19	Administrativos		4

20	Administrativos		3

21	Administrativos		2

	Auxiliares	

18	Auxiliar		1

19	Auxiliares		3

20	Auxiliares		5

21	Auxiliares		4

22	Auxiliar		1

	Total Cargos		88

	Segundo año: Se proveerán cargos que se pasan a señalar:

	Defensorías Regionales de las Regiones II, III y VII.





Grados Escala

Fiscalizadores	Denominaciones	Cargos



	Directivos de Carrera	

3	Defensores Regionales		3

4	Secretarios Ejecutivos de Defensorías 

	Regionales		3

5	Fiscalizadores		3

	Directivos de Exclusiva Confianza	

4	Directores Ejecutivos Regionales	3

	Profesionales	

5	Profesionales		2

6	Profesionales		2

7	Profesionales		3

8	Profesionales		3

9	Profesionales		3

10	Profesionales		3

11	Profesionales		2

12	Profesionales		2

13	Profesionales		2

	Técnicos	

14	Técnico		1

15	Técnico		1

16	Técnico		1

17	Técnico		1

18	Técnico		1

	Administrativos	

16	Administrativos		2

17	Administrativos		3

18	Administrativos		5

19	Administrativos		5

20	Administrativos		3

21	Administrativos		2

	Auxiliares	

18	Auxiliar		1

19	Auxiliares		4

20	Auxiliares		5

21	Auxiliares		4

22	Auxiliar		1

		Total Cargos		74

	Tercer año: Se proveerán cargos que se pasan a señalar:

	Defensorías de la Región Metropolitana de Santiago.



Grados Escala      Denominaciones	Cargos

Fiscalizadores

	Directivos de Carrera	

3	Defensores Regionales		2

4	Secretarios Ejecutivos de Defensorías Regionales	2

5	Fiscalizadores		2

	Directivos de Exclusiva Confianza	

4	Directores Ejecutivos Regionales		2

	Profesionales	

5	Profesionales		2

6	Profesionales		2

7	Profesionales		2

8	Profesionales		2

9	Profesionales		2

10	Profesionales		2

11	Profesionales		2

12	Profesionales		2

13	Profesionales		2

	Técnicos	

14	Técnico			1

15	Técnicos			2

16	Técnico			1

17	Técnico			1

18	Técnico			1

	Administrativos	

16	Administrativos		2

17	Administrativos		4

18	Administrativos		6

19	Administrativos		5

20	Administrativos		4

21	Administrativos		3



	Auxiliares	

18	Auxiliar			1

19	Auxiliares			3

20	Auxiliares			5

21	Auxiliares			4

22	Auxiliar			1

	Total Cargos		70

	Cuarto año: Se proveerán cargos que se pasan a señalar:

	Defensorías Regionales de las Regiones I, V, VI, VIII, X, XI y XII.

Grados Esc. 	Denominaciones	Cargos

Fiscalizadores

	Directivos de Carrera	

3	Defensores Regionales		7

4	Secretarios Ejecutivos de Defensorías Regionales	7

5	Fiscalizadores		7

	Directivos de Exclusiva Confianza	

4	Directores Ejecutivos de Defensorías Regionales	7

	Profesionales	

5	Profesionales		7

6	Profesionales		8

7	Profesionales		7

8	Profesionales		7

9	Profesionales		7

10	Profesionales		7

11	Profesionales		8

12	Profesionales		8

13	Profesionales		8

	Técnicos	

14	Técnico			1

15	Técnicos			2

16	Técnicos			6

17	Técnicos			4

18	Técnico			1

	Administrativos	

16	Administrativos		6

17	Administrativos	    10

18	Administrativos   	    15

19	Administrativos   	    16

20	Administrativos	    10

21	Administrativos 	     5

	Auxiliares	

18	Auxiliares		    6

19	Auxiliares	  	   12

20	Auxiliares		   16

21	Auxiliares 		   10

22	Auxiliares		    6

	Total Cargos  	  221





	La provisión de los cargos de los 145 defensores locales que se contratarán asimilados a la Planta de Profesionales, conforme a lo establecido en el artículo 29, se efectuará de acuerdo al siguiente cronograma:

	Primer año: Defensorías Regionales de las Regiones IV y IX.

	Segundo año: Defensorías Regionales de las Regiones II, III y VII.

	Tercer año: Defensorías Regionales de la Región Metropolitana de Santiago.

	Cuarto año: Defensorías Regionales de las Regiones I, V, VI, VIII, X, XI y XII.

	El número de defensores locales a contratar en cada año y el grado al cual serán asimilados serán los siguientes:

Grados 	Primer Año Segundo Año Tercer Año	Cuarto Año

5	1	2	6	6

6	2	2	8	7

7	2	2	10	10

8	2	4	11	12

9	2	2	10	10

10	2	2	8	7

11	1	2	6	6

Total	12	16	59	58

	En todo caso, los plazos indicados en los incisos anteriores estarán sujetos a la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público y  a los recursos que se aprueben en las respectivas leyes anuales de Presupuesto del Sector Público.



	Artículo 4º.- El Defensor Nacional deberá convocar  al Consejo Nacional dentro de los treinta días siguientes a aquel de su nombramiento e instalación. 



	El Consejo deberá llamar a licitación en las Regiones IV y IX en un plazo máximo de tres meses contados desde su instalación.  

	Las instituciones y abogados interesados deberán postular dentro del plazo de cuarenta y cinco días desde la fecha de la última publicación de la convocatoria en el lugar que señalen las bases.

	El Jurado Regional deberá resolver la licitación en el plazo de un mes.

	Artículo 5º.- El cumplimiento de los programas de mejoramiento de la gestión en el primer año calendario de funcionamiento del Servicio, que condiciona el pago del incremento por desempeño institucional a que se refiere la letra c) del articulo 3º de la ley Nº 19.533, no será exigible para la concesión de este beneficio en dicho año. El porcentaje de este incremento será del 1,5%.

	En ese año se establecerán los programas de mejoramiento de la gestión correspondiente al mismo y al año calendario siguiente.

	Artículo 6º.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2000 se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos para dicho año.

	El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, con las asignaciones presupuestarias señaladas precedentemente, creará el capítulo respectivo de ingresos y gastos del presupuesto de la Defensoría Penal Pública.".



	****

	Hago presente a V.E. que los artículos  1º, 4º, 5º, 7º, 9º, 12, 22, 25, 32 y 81, fueron aprobados en general y en particular por los más de 67 señores Diputados presentes, de 117 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



	Dios guarde a V.E.





	

VICTOR JEAME BARRUETO

Presidente de la Cámara de Diputados







       CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario de la Cámara de Diputados
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